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Fernanda Pasapera Garvich, dentro del período de convivencia. 
Posteriormente, el codemandado de manera secreta transfi ere la 
propiedad a la señora Roxanna del Pilar Hidalgo Montero, quien 
nunca se ha acercado al inmueble para preguntar por su estado de 
conservación ni por las personas que lo habitan. La demandante 
manifi esta que tomó conocimiento de la venta cuando fue notifi cada 
con una demanda de desalojo iniciada por la referida compradora, 
la que se tramita en el Juzgado Mixto de Castilla con el número de 
expediente 0022-2013-0-2011-JM-CI-01. Sostiene que para la 
venta del inmueble no se ha pedido su autorización, es decir, no 
fi rmó la minuta de compraventa, pese a que debió intervenir 
directamente conforme a lo dispuesto en el artículo 315 del código 
civil vigente. 2. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA Mediante 
escrito obrante a fojas ciento dos, César Alexander Sandoval 
Ortíz contesta la demanda, señalando que con fecha 21 de abril de 
2010 suscribió la minuta de compraventa del inmueble en litigio, la 
misma que fue elevada a Escritura Pública el 27 de mayo de 2010. 
Sostiene que la venta se efectuó con intervención del Banco de 
Crédito, por la suma de $ 55,000.- dólares americanos y que él 
canceló la deuda hipotecaria. Agrega que el bien era propio y que 
se vio obligado a transferir el inmueble por haberse quedado sin 
trabajo por culpa de la demandante. Finaliza indicando que la 
sentencia de unión de hecho fue notifi cada el 27 de junio del 2012, 
no habiendo quedado aun consentida, y la venta se realizó con 
fecha anterior. Mediante escrito obrante a fojas 122, Roxanna del 
Pilar Hidalgo Montero contesta la demanda señalando que compró 
bajo la fe del Registro Público, siendo que en el asiento C00003 se 
desprende que el dueño del bien era soltero y que lo mismo ocurría 
en el asiento D00006 donde se hallaba inscrita la hipoteca a favor 
del Banco de Crédito. 3. FIJACIÓN DE PUNTOS 
CONTROVERTIDOS Se fi jaron como puntos controvertidos, los 
siguientes: - Determinar si el acto jurídico de compraventa del 
inmueble materia de litigio adolece de causales de nulidad y si la 
demandante tenía derecho a participar en el acto de compraventa. 
- Determinar si el bien materia de litigio fue adquirido durante la 
vigencia de la unión de hecho entre la demandante y demandado 
César Alexander Sandoval Ortiz. 4. SENTENCIA DE PRIMERA 
INSTANCIA Culminado el trámite correspondiente, el Juez 
mediante resolución de fecha 07 de enero del 2015 (página ciento 
noventa) declaró infundada la demanda, bajo el fundamento que el 
caso versa sobre disposición de bien convivencial sin autorización, 
que no es supuesto de nulidad porque en nada se afecta la 
estructura del acto jurídico, sino de inefi cacia. 5. APELACIÓN A 
fojas 200, la demandante interpone recurso de apelación indicando 
que no se ha tenido en cuenta los 10 años de convivencia entre la 
demandante y el demandado, que van desde el 13 de diciembre 
del 2000 hasta el 20 de noviembre del 2010, habiéndose adquirido 
el inmueble el 27 de mayo del 2010, durante la unión de hecho, 
originándose un régimen de sociedad de bienes que se sujeta al 
régimen de sociedad de gananciales de conformidad con el artículo 
326 del código civil. Añade que se ha transferido la propiedad con 
temeridad y mala fe, habiéndose realizado la transferencia sin su 
participación. Asimismo, alega que la sentencia menciona que el 
acto jurídico es inefi caz e inoponible respecto de la recurrente, 
cuando sucede todo lo contrario y prueba de ello es que la 
codemandada le ha iniciado un proceso de desalojo para 
desalojarla del bien de la sociedad de gananciales. 6. SENTENCIA 
DE VISTA Elevados los autos en virtud del recurso de apelación 
interpuesto, la Sala Superior mediante resolución de fecha 16 de 
noviembre del 2015 (página 294), confi rma la sentencia al concluir 
que el sustento de la demanda es que se alega que tratándose de 
un bien convivencial no ha participado en el contrato de 
transferencia la demandante, sin tener en cuenta que en los 
Registros Públicos aparecía como único propietario del inmueble el 
codemandado, no existiendo acto de publicidad registral alguno 
que indicara lo contrario, por lo que no se demuestra que la 
demandada haya actuado de mala fe, estando su conducta 
regulada en lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 2014 
del código civil. III. RECURSO DE CASACIÓN La Suprema Sala 
mediante la resolución de fecha 23 de diciembre de 2015 ha 
declarado procedente el recurso de casación interpuesto por la 
demandante, por infracción normativa del artículo 5 de la 
Constitución Política del Estado y el 326 del código civil, al haber 
sido expuesta la referida infracción con claridad y precisión, 
señalándose además la incidencia de ella en la decisión impugnada. 
IV. FUNDAMENTOS DE ESTA SALA SUPREMA Primero: 
Conforme lo expuesto en el recurso de casación, se habría 
vulnerado el artículo 5 de la Constitución del Estado y el 326 del 
código civil porque la unión convivencial se sujeta al régimen de la 
sociedad de gananciales, no habiéndose analizado que el 
codemandado, César Sandoval Ortiz, ha actuado de mala fe, pues 
sabiendo que se le había instaurado un proceso de declaración de 
unión de hecho y que estaba a punto de sentenciarse, vendió el 
inmueble donde vivían. Agrega que también está demostrada la 
mala fe de la demandante porque no indagó la situación legal del 
inmueble, ni visitó las instalaciones para saber si estaba 
desocupado. Segundo.- Con respecto a la primera infracción 
denunciada la denuncia debe ser rechazada, en tanto la sentencia 
de la Sala Superior no discute los términos expuestos en el artículo 
5 de la Constitución del Estado1; antes bien, reafi rma lo indicado en 

el precepto constitucional, como es de ver en el considerando 11.12 
de la recurrida. Tercero.- Además, tal denuncia debe ser 
desestimada porque la ratio decidendi de la sentencia nada tiene 
que ver con el referido dispositivo, sino con el hecho que no se ha 
acreditado la mala fe de la codemandada y que ella estaba 
protegida por los principios de publicidad y legitimación registrales. 
Cuarto.- En cuanto a la infracción al artículo 326 del código civil, 
dicha norma prescribe, al igual que el artículo 5 de la Constitución 
del Estado, que la unión de hecho, bajo determinadas condiciones, 
origina una comunidad de bienes. Como en la denuncia anterior, 
debe indicarse aquí que en ningún extremo de la sentencia se ha 
puesto en entredicho esta prescripción legal, por la que también 
debe desestimarse. Quinto.- Sin embargo, lo que se ha 
controvertido es que el acto jurídico celebrado por los demandados 
ha sido efectuado con mala fe. A fi n de dilucidar lo expuesto, este 
Tribunal Supremo señala: 1. El inmueble fue adquirido por César 
Alexander Sandoval Ortiz el 27 de mayo del 2010. La inscripción se 
realizó el 02 de junio de 2010. 2. El inmueble fue vendido por César 
Sandoval Ortiz el 09 de abril de 2012 a Roxanna del Pilar Hidalgo 
Montero e inscrita con fecha 20 de abril de 2012. 3. Mediante 
sentencia de fecha 19 de junio del 2012 se reconoció la unión de 
hecho por más de 10 años, entre la demandante y César Alexander 
Sandoval Ortiz. 4. Estando a lo expuesto, y dadas las fechas de la 
compraventa y de la sentencia de unión de hecho, se puede 
establecer que ha existido mala fe de parte del señor César 
Alexander Sandoval Ortiz. 5. Sin embargo, sobre la compra 
realizada por la codemandada Roxanna del Pilar Hidalgo Montero, 
se advierte que el principio de legitimación recogido en el artículo 
2013 del código civil prescribe que el contenido de las inscripciones 
registrales se presume cierto y produce todos sus efectos, mientras 
no se rectifi que o se declare judicialmente su invalidez. Este 
principio registral es también conocido como de “credibilidad 
general del asiento”, conforme al cual este produce todos sus 
efectos mientras no sea declarado inexacto o inválido.3 6. En esa 
perspectiva, los datos incorporados en el Registro Público 
publicitaban que el bien materia de venta era de César Alexander 
Sandoval Ortiz, quien además aparecía bajo el estado civil de 
soltero, no constando anotación de demanda alguna que enerve 
los efectos de la compraventa. 7. Siendo ello así ha de presumirse 
la buena fe de la codemandada, quien adquirió el bien de quien 
aparecía como propietario del mismo. 8. Finalmente, la accionante 
expresa que estaría demostrada la mala fe de la codemandada 
porque no indagó la situación legal del inmueble, ni visitó las 
instalaciones para saber si estaba desocupado. Tales hechos no 
son concluyentes para establecer la mala fe, más aún si se observa 
que se ha dejado constancia en la compraventa que Roxanna del 
Pilar Hidalgo hizo pago de la hipoteca del bien, levantamiento de 
hipoteca que quedó registrada en el asiento E00003 de la partida 
electrónica N°11077024, lo que descarta, por máxima de 
experiencia, acto irregular y evidencia con claridad la celebración 
del acto jurídico. Además, dicha codemandada inició de inmediato 
las acciones necesarias para la restitución del bien (Expediente 
00022-2013-0-2011-JM-CI-01, Juzgado Mixto de Castilla) como se 
aprecia de lo señalado por la propia accionante en la formulación 
de su demanda. Los hechos antes citados evidencian que existe 
una vinculación jurídica entre la codemandada y el acto de la 
compraventa, lo que descarta la existencia de la mala fe. V. 
DECISIÓN Por las consideraciones glosadas, esta Sala Suprema, 
de conformidad con lo que establece el tercer párrafo del artículo 
396 del Código Procesal Civil, modifi cado por la Ley 29364: 1. 
Declara INFUNDADO el recurso de casación interpuesto por la 
demandante Clara Valencia Rivera, a fojas trescientos dieciocho, 
en consecuencia NO CASARON la sentencia de vista de fecha 
dieciséis de noviembre de dos mil quince, obrante a fojas 
doscientos noventa y cuatro, dejándose a salvo el derecho de la 
recurrente para que, si lo considere conveniente, solicite el 
resarcimiento por los daños que pudieran haberle ocasionado. 2. 
DISPUSIERON la publicación de la presente resolución en el diario 
ofi cial “El Peruano”, bajo responsabilidad; en los seguidos con 
Roxanna del Pilar Hidalgo Montero y César Alexander Sandoval 
Ortiz, sobre nulidad de acto jurídico; notifi cándose y los devolvieron. 
Interviniendo como ponente el Señor Juez Supremo Calderón 
Puertas. SS. TÁVARA CÓRDOVA, TELLO GILARDI, DEL CARPIO 
RODRÍGUEZ, CALDERÓN PUERTAS, SÁNCHEZ MELGAREJO.

1 Artículo 5 de la Constitución del Estado.- “La unión estable de un varón y una 
mujer, libres de impedimento matrimonial que forman un hogar de hecho, da lugar 
a una comunidad de bienes sujeta al régimen de la sociedad de gananciales en 
cuanto sea aplicable”.

2 “Al respecto, cabe señalar que si bien la unión de hecho origina una comunidad de 
bienes que se sujeta a las disposiciones del régimen de sociedad de gananciales, 
en cuanto le fuere aplicable”

3 Aliaga Huaripata, Luis. Código Civil Comentado. Gaceta Jurídica. Tomo X, Junio, 
2005, p.414.
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CAS. Nº 605-2016 LAMBAYEQUE
DECLARACIÓN DE UNIÓN DE HECHO SUMILLA: El domicilio 
constituye la residencia habitual de la persona en un lugar 
(artículo 33 del código civil) y con él se establece la ubicación de 
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una persona en el espacio. En palabras de Fernández Sessarego: 
“es el asiento jurídico de la persona, su sede legal, el territorio 
donde se le encuentra para imputarle posiciones jurídicas, para 
atribuirle derechos o deberes”. Lima, veinte de junio de dos mil 
diecisiete.- LA SALA CIVIL PERMANENTE DE LA CORTE 
SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA: vista la causa 
número seiscientos cinco - dos mil dieciséis, en audiencia pública 
llevada a cabo en la fecha y producida la votación con arreglo a 
Ley, emite la siguiente sentencia: I. ASUNTO Viene a conocimiento 
de esta Suprema Sala, el recurso de casación interpuesto por la 
demandante Clodesvinda Guevara Guerrero (página quinientos 
siete), contra la sentencia de vista de fecha dos de noviembre de 
dos mil quince (página cuatrocientos sesenta y tres), que revocó 
la sentencia apelada de fecha veintisiete de octubre de dos mil 
catorce (página trescientos sesenta y cinco), que declaró fundada 
en parte la demanda y, reformándola, la declaró infundada. II. 
ANTECEDENTES 1. DEMANDA Mediante escrito de fecha 
veintisiete de marzo de dos mil trece (página setenta y ocho), 
Clodesvinda Guevara Guerrero interpone demanda de 
declaración judicial de convivencia a efectos que se reconozca la 
relación convivencial que mantuvo con quien en vida fue Esteban 
Altamirano Gómez desde el 14 de agosto de 1992 al 26 de junio 
de 2012, fecha en la que falleció. La demandante manifi esta que 
mantuvo una relación de convivencia con Esteban Altamirano 
Gómez desde el 14 de agosto de 1992, teniendo domicilio común 
en Pasaje Simón Bolívar 1825, Provincia de Jaén. Refi ere que 
durante su vida convivencial no procrearon hijos debido a su 
avanzada edad, siendo que su conviviente contaba con 66 años 
de edad cuando iniciaron su relación y ella con 41 años de edad; 
arguye que la convivencia fue ininterrumpida por veinte años, es 
decir hasta el 26 de junio del 2012, fecha en que su conviviente 
falleció. Indica que durante su convivencia se dedicaron a trabajar 
y a cuidar mutuamente de su salud, siendo que adquirieron dos 
bienes con su esfuerzo y trabajo mutuo, estos son: un terreno 
agrícola denominado “El Capuli”, comprado por su conviviente 
con fecha 20 de abril de 2001, con un área de tres hectáreas con 
siete mil setecientos metros cuadrados y un solar ubicado en la 
Asociación Pro Vivienda “San Javier Armas” lote 1 de la manzana 
“E”, Jaén. Señala que durante todo el tiempo de convivencia los 
hijos de su difunto conviviente nunca se opusieron a la relación, 
siendo de su conocimiento que ambos adquirieron los bienes ya 
mencionados, sin embargo, viene afrontando una demanda de 
nulidad de acto jurídico ante el primer juzgado civil de Jaén, en el 
Expediente 0183-2012-C, en el que los demandantes reconocen 
que fue pareja sentimental de su padre y señalan como domicilio 
de aquel en Pasaje Simón Bolívar N° 1825 de la Provincia de 
Jaén, lugar donde vivió con él por veinte años. 2. CONTESTACIÓN 
DE LA DEMANDA Mediante escrito de fecha veintisiete de mayo 
de dos mil trece (página ciento noventa y siete), la sucesión de 
Esteban Altamirano Gómez contesta la demanda, señalando 
que entre su padre y la demandante solo ha existido una relación 
sentimental pero no hubo una relación de convivencia ya que no 
hubo un hogar común con deberes y derechos inherentes a un 
matrimonio, puesto que su padre ha estado bajo el cuidado de 
ellos. Refi eren que en cuanto al terreno agrícola denominado “El 
Capuli” y el solar ubicado en la Asociación Pro Vivienda “San 
Javier Armas”, Lote 1 Manzana E, fueron adquiridos por su padre 
con el dinero producto de la venta del terreno ubicado en el Sector 
de Montegrande (hoy Urbanización San Javier de Armas), siendo 
que este último lo adquirió con su señora madre María Espíritu 
Marlo Chamaya, con quien se casó ante la iglesia el 19 de marzo 
de 1952 y estuvieron casados hasta el año 1975, fecha en la que 
falleció su madre, por lo que no es cierto que los hayan adquiridos 
con el trabajo de ambos. Refi eren que la demandante en 
complicidad con Javier Antonio Armas Gómez y Javier Antonio 
Armas Goicochea, presidente y directivo del Consejo de la 
Asociación Pro- Vivienda de la Urbanización “San Javier Armas”, 
han realizado la compraventa a favor de la demandante del lote 
urbano N° 1 de la manzana “E” de la lotización urbana “San Javier 
Armas”, mediante la escritura pública de regularización de 
compraventa, inscrita en la partida 11035292 del Registro de 
Predios de Jaén, para luego, con fecha 13 de noviembre de 2012, 
transferirlo a José Antonio Sampértegui Guevara y Vanessa Lili 
Arévalo Monteza, quienes el 04 de enero de 2013 lo transfi eren a 
su vez a César Augusto Carrillo Reyes; estos hechos los obligaron 
a interponer demanda de nulidad de acto jurídico. Indican que su 
padre estuvo casado con su madre por más de 23 años y que el 
30 de octubre de 1982 contrajo matrimonio religioso con María 
Rosenda Vásquez Montenegro y tras su separación fue a vivir 
con ellos, manteniendo una relación sentimental con la 
demandante de forma esporádica; en cuanto al domicilio de su 
padre consignado en su DNI este fue variado sin consentimiento 
de ellos por la demandada, siendo que como se acredita en el 
contrato de compraventa de fecha 31 de enero de 2001 su padre 
consigna como dirección: Sector Magallanal- Jaén y de los 
recibos de luz y agua se consigna como su dirección Avenida “A”, 
Urbanización San Javier de Armas, con lo que queda desvirtuado 
el argumento de la demandante; asimismo, señalan que se debe 
tener en cuenta la declaración jurada notarial realizada por su 
padre el 06 de mayo de 1997, en la que expresa ser de estado 

civil soltero y que vive en compañía de ellos. 3. FIJACIÓN DE 
PUNTOS CONTROVERTIDOS Se fi jaron como puntos 
controvertidos, los siguientes: - Determinar si entre la demandante, 
y quien en vida fue Esteban Altamirano Gómez existió una unión 
de hecho o convivencia; y a la vez establecer el lapso de dicha 
posible convivencia. - Determinar si se confi guran o no los 
elementos constitutivos de la unión de hecho. 4. SENTENCIA DE 
PRIMERA INSTANCIA Culminado el trámite correspondiente, el 
Juez mediante resolución de fecha 27 de octubre de 2014 (página 
trescientos sesenta y cinco) declaró fundada en parte la demanda, 
reconociendo la unión de hecho desde el 20 de abril de 2001 
hasta el 26 de junio de 2012, bajo el fundamento que para la 
fecha de inicio de convivencia no se tomaría en cuenta la fecha 
señalada por la demandante puesto que existe una contradicción 
entre lo referido por ella y lo declarado por Esteban Altamirano 
Gómez en la declaración jurada de fecha 06 de mayo de 1997 
(página ciento cuarenta y siete), en la que declaró estar viviendo 
solamente con sus hijos. Sin embargo, tanto en la escritura 
pública de fecha 20 de abril de 2001 (página dieciséis) como en la 
escritura pública de compraventa, en la que la Asociación 
Provivienda “San Javier” actúa como vendedor (página cincuenta 
y tres), el Documento Nacional de Identidad del señor Esteban 
Altamirano Gómez consigna como dirección Pasaje Bolívar N° 
1825- Jaén, por lo que se tendrá como inicio de la convivencia el 
20 de abril de 2001. Que se tomará como fecha fi n de la 
convivencia el 26 de junio de 2012, fecha en la que falleció 
Esteban Altamirano Gómez, en base a la constancia expedida por 
el representante de la Sociedad de Benefi cencia Pública de Jaén- 
Dirección de Bienestar Social y la declaración del testigo Andrés 
Chinchay Yajahuanca, quien refi ere que el velorio de Esteban 
Altamirano Gómez se llevó a cabo en la casa de la demandante, 
no habiendo los testigos de los demandados contradicho esa 
afi rmación, más bien han indicado que desconocen donde se 
llevó a cabo. La sentencia también refi ere que la demandante y 
Esteban Altamirano Gómez no están inmersos en ninguna de las 
causales establecidas en los artículos 241, 242 y 243 del Código 
Civil, ni se ha demostrado que hayan estado civilmente casados 
con otras personas. Que en cuanto a lo alegado por los 
demandados sobre el origen del dinero con el cual se adquirieron 
los bienes que la demandante manifi esta haber obtenido en el 
tiempo de convivencia, no se aprecia en el documento alguna 
cláusula en la que Esteban Altamirano Gómez manifi este haber 
utilizado el dinero producto de la venta de ese terreno para la 
compra de los dos bienes, más aún cuando los propios 
demandantes han señalado en la contestación de la demanda 
haber realizado viajes con la venta del terreno. 5. APELACIÓN A 
fojas trescientos noventa y cinco, el abogado de Mercedes 
Altamirano Marlo y otros, interpone recurso de apelación 
indicando que el juez sin haber determinado si se cumple o no 
con los requisitos de unión de hecho, se ha pronunciado sobre la 
fecha de inicio de la convivencia, siendo que para esto ha tomado 
como referencia la dirección domiciliaria, donde una dirección 
coincide con la de la demandante, siendo que en una escritura se 
indica pasaje 1825- Jaén y en la otra Pasaje Bolívar N° 1825- 
Jaén, direcciones domiciliarias distintas; de igual manera, en un 
documento indica soltero y en el otro viudo. En ese sentido, el 
estado civil que se consignó en dichos documentos debe 
prevalecer sobre la dirección domiciliaria, a efectos de establecer 
una relación convivencial. Refi ere que el Juez no ha valorado las 
testimoniales de Delmira Quispe Carbajal, Cruceña Fernández 
Delgado, María Lupe Malca de Guadalupe y Andrés Chinchay 
Yajahuanca; asimismo, tampoco ha valorado el hecho que la 
persona que gestionó la partida de defunción fue Agustina 
Altamirano Marlo y no la demandante. A fojas cuatrocientos trece, 
los abogados de Clodesvinda Guevara Guerrero interponen 
recurso de apelación indicando que el Juez ha valorado la 
declaración jurada de Esteban Altamirano Gómez de fecha 06 de 
mayo de 1996, sin tomar en cuenta que en ella no indica cuál es 
su dirección, así como el hecho que esta es una declaración 
unilateral que debe ser corroborada con otro medio probatorio. 
Refi ere que no se ha tomado en cuenta el memorial fi rmado por 
más de cien personas, quienes conocieron de la relación de 
convivencia desde la fecha que ella ha señalado. 6. SENTENCIA 
DE VISTA Elevados los autos en virtud del recurso de apelación 
interpuesto, la Sala Superior mediante resolución de fecha 02 de 
noviembre de 2015 (página cuatrocientos sesenta y tres), revocó 
la sentencia de primera instancia y reformándola la declaró 
infundada, al concluir que las escrituras públicas suscritas por 
Esteban Altamirano Gómez, así como su documento nacional de 
identidad, no son idóneos para acreditar la posesión constante de 
convivencia entre él y la demandante, ya que estas solo acreditan 
el lugar de su domicilio al momento de la suscripción de dichos 
documentos; asimismo, concluye que las pruebas aportadas por 
la demandante no han demostrado que ésta haya mantenido una 
relación de convivencia con el padre de los demandados y siendo 
esto así resulta irrelevante pronunciarse sobre la fecha de inicio y 
término de la supuesta relación convivencial. III. RECURSO DE 
CASACIÓN La Suprema Sala mediante la resolución de fecha 19 
de diciembre de 2016 ha declarado procedente el recurso de 
casación interpuesto por la demandante, por la causal expuesta 
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de infracción normativa del artículo 139 incisos 3 y 5 de la 
Constitución Política del Estado y del artículo 238 del Código 
Procesal Civil y por la causal de infracción normativa del artículo 
326 del Código Civil, al haber sido expuestas las referidas 
infracciones con claridad y precisión, señalándose además la 
incidencia de ellas en la decisión impugnada. IV. FUNDAMENTOS 
DE ESTA SALA SUPREMA Primero: Con respecto a la infracción 
al debido proceso debe indicarse lo que sigue: 1. El debido 
proceso formal constituye una garantía constitucional que 
asegura que en la tramitación de un proceso, se respeten unos 
determinados requisitos mínimos1. 2. Tales requisitos, que han 
sido objeto de discusión2, en general se considera que abarcan 
los siguientes criterios: (i) Derecho a ser oportunamente informado 
del proceso (emplazamiento, notifi cación, tiempo razonable para 
preparar la defensa); (ii) Derecho a ser juzgado por un juez 
imparcial, que no tenga interés en un determinado resultado del 
juicio; (iii) Derecho a tramitación oral de la causa y a la defensa 
por un profesional (publicidad del debate); (iv) Derecho a la 
prueba; (v) Derecho a ser juzgado sobre la base del mérito del 
proceso; y, (vi) Derecho al juez legal. Derecho fundamental que 
asiste a todos los sujetos de derecho a plantear sus pretensiones 
o a ser juzgados por auténticos órganos jurisdiccionales, creados 
mediante Ley Orgánica, pertenecientes al Poder Judicial, 
respetuosos con los principios constitucionales de igualdad, 
independencia y sumisión a la ley, y constituidos con arreglo a las 
normas comunes de competencia preestablecidas. 3. Estos 
requisitos no han sido afectados con la emisión de la sentencia. 
En efecto, se aprecia que el proceso se desarrolló según los 
cauces legales, respetándose el contradictorio, informándose del 
mismo, con el respeto a las etapas respectivas, con la debida 
actividad probatoria y ciñéndose a lo actuado. No hay, por lo 
demás, en el recurso denuncia específi ca sobre estos aspectos, 
pues aunque se alude a dicha infracción en realidad lo que se 
cuestiona es la valoración probatoria efectuada, asunto que no 
infringe el precepto y que, en todo caso, será materia de análisis 
cuando se examine la motivación existente. Segundo.- Sobre la 
fundamentación de las resoluciones debe señalarse lo que sigue: 
1. La obligación de fundamentar las sentencias propias del 
derecho moderno se ha elevado a categoría de deber 
constitucional. En el Perú el artículo 139, inciso 5, de la 
Constitución del Estado señala que: “Son principios y derechos 
de la función jurisdiccional: (…) 5. La motivación escrita de las 
resoluciones judiciales en todas las instancias, excepto los 
decretos de mero trámite, con mención expresa de la ley aplicable 
y de los fundamentos de hecho en que se sustentan”. Igualmente 
el artículo 12 de la Ley Orgánica del Poder Judicial prescribe: 
“Todas las resoluciones, con exclusión de las de mero trámite, 
son motivadas bajo responsabilidad, con expresión de los 
fundamentos en que se sustenta…”. Estando a lo dicho este 
Tribunal Supremo verifi cará si la sentencia se encuentra 
debidamente justifi cada externa e internamente, y si además se 
han respetado las reglas de la motivación en estricto. 2. Que se 
haya constitucionalizado el deber de motivar implica que se está 
ante una obligatoriedad universalizada e indisponible tanto para 
la esfera privada como para la pública. Además, siendo la 
motivación un instrumento comunicativo cumple funciones tanto 
endoprocesales como extraprocesales. 3. En el primer caso 
(función endoprocesal) la motivación permite a las partes 
controlar el signifi cado de la decisión. Pero además permite al 
juez que elabora la sentencia percatarse de sus yerros y precisar 
conceptos, esto es, facilita la crítica interna y el control posterior 
de las instancias revisoras3. En el segundo supuesto (función 
extraprocesal) se posibilita el control democrático de los jueces, 
que obliga, entre otros hechos, a la publicación de la sentencia, a 
la inteligibilidad de la decisión y a la autosufi ciencia de la misma4. 
Por lo tanto, los destinatarios de la decisión no son solo las 
partes, sino lo es también la sociedad, en tanto el poder 
jurisdiccional debe rendir cuenta a la fuente del que deriva su 
investidura5. 4. De otro lado, es ya común mencionar que la 
motivación no signifi ca la exteriorización del camino mental 
seguido por el juez, pues ello implicaría considerar que no importa 
la decisión en sí misma, ni lo racional o arbitraria que ésta pueda 
ser, sino solo el proceso mental que llevó al juez a emitir el fallo. 
Por el contrario, la motivación como mecanismo democrático de 
control de los jueces y de control de la justicia de las decisiones 
exige que exista una justifi cación racional de lo que se decide, 
dado que al hacerlo no solo se justifi ca la decisión sino se justifi ca 
el mismo juez, ante las partes, primero, y ante la sociedad 
después, y se logra el control de la resolución judicial6. 5. Tal 
justifi cación racional es interna y externa. La primera consiste en 
verifi car que: “el paso de las premisas a la conclusión es 
lógicamente -deductivamente- válido” sin que interese la validez 
de las propias premisas. Por su parte, la justifi cación externa 
consiste en controlar la adecuación o solidez de las premisas7, lo 
que supone que la(s) norma(s) contenida(s) en la premisa 
normativa sea(n) norma(s) aplicable(s) en el ordenamiento 
jurídico y que la premisa fáctica sea la expresión de una 
proposición verdadera8. 6. En esa perspectiva, la justifi cación 
externa exige9: (i) que toda motivación debe ser congruente, de lo 
que sigue que no cabe que sea contradictoria; (ii) que toda 

motivación debe ser completa, por lo que deben motivarse todas 
las opciones; y (iii) que toda motivación debe ser sufi ciente, por lo 
que es necesario ofrecer las razones jurídicas que avalen la 
decisión. 7. Teniendo en cuenta los conceptos antes señalados, la 
motivación puede presentar diversas patologías que en estricto 
son la motivación omitida, la motivación insufi ciente y la 
motivación contradictoria10. En esa perspectiva: 7.1. En cuanto a 
la motivación omitida: (a) Habrá omisión formal de la motivación 
cuando no hay rastro de la motivación misma. (b) Habrá omisión 
sustancial de la motivación cuando exista: (i) motivación parcial 
que vulnera el requisito de completitud; (ii) motivación implícita 
cuando no se enuncian las razones de la decisión y ésta se hace 
inferir de otra decisión del juez; y (iii) motivación per relationem 
cuando no se elabora una justifi cación autónoma sino se remite a 
razones contenidas en otra sentencia. . 7.2. Habrá motivación 
insufi ciente, entre otros supuestos, cuando no se expresa la 
justifi cación a las premisas que no son aceptadas por las partes, 
no se indican los criterios de inferencia, no se explican los criterios 
de valoración o no se explica por qué se prefi ere una alternativa y 
no la otra. 7.3. Habrá motivación contradictoria cuando existe 
incongruencia entre la motivación y el fallo o cuando la motivación 
misma es contradictoria. 8. Por último, lo que debe motivarse es11: 
a. La decisión de validez respecto a la disposición aplicable al 
caso. b. La decisión de interpretación en torno al signifi cado de la 
disposición que se está aplicando. c. La decisión de evidencia, 
esto es, a los hechos que se tienen como probados. d. La decisión 
de subsunción relativa a saber si los hechos probados entran o no 
en el supuesto de hecho que la norma contempla. e. La decisión 
de consecuencias12. Tercero.- En esa perspectiva en cuanto a la 
justifi cación interna (que consiste en verifi car que “el paso de las 
premisas a la conclusión es lógicamente -deductivamente- válido” 
sin que interese la validez de las propias premisas), se advierte 
que el orden lógico propuesto por la Sala Superior ha sido el 
siguiente: 1. Como premisa normativa la sentencia ha 
considerado (aunque no ha expuesto las normas) que no se han 
acreditado los fundamentos de la demanda. En tal sentido, estaría 
aplicando el artículo 200 del código procesal civil, norma que 
prescribe que en estos casos la demanda deberá ser declarada 
infundada. 2. Como premisa fáctica la Sala Superior ha indicado 
que con las pruebas aportadas al proceso no se ha podido 
demostrar la relación convivencial invocada. 3. Como conclusión 
la sentencia considera que se ha llegado a determinar que la 
demandante no fue conviviente del señor Esteban Altamirano 
Gómez. A pesar de la anomalía de no citar norma jurídica, la 
conclusión a la que se arriba es congruente formalmente con las 
premisas establecidas, por lo que existe adecuada justifi cación 
interna en la sentencia impugnada. Cuarto.- En lo que concierne 
a la justifi cación externa, ésta consiste en controlar la adecuación 
o solidez de las premisas13, lo que supone que la(s) norma(s) 
contenida(s) en la premisa normativa sea(n) norma(s) aplicable(s) 
en el ordenamiento jurídico y que la premisa fáctica sea la 
expresión de una proposición verdadera14. En esa perspectiva: 1. 
Este Tribunal Supremo estima que si bien la justifi cación externa 
se resiente por la falta de norma jurídica expresamente citada, 
dicha anomalía es subsanable porque se deduce del contenido 
de lo expuesto que se está aludiendo al artículo 200 del código 
procesal civil, 2. En cuanto a la premisa fáctica, se advierte que la 
Sala Superior ha efectuado análisis sobre el acervo probatorio. 
Aunque este Tribunal Supremo discuerda de la interpretación que 
realiza, entiende que este es un asunto a tener en cuenta cuando 
se debata las otras infracciones normativas denunciadas, por lo 
que estima que en este rubro existe justifi cación sobre la decisión 
tomada. Quinto.- Respecto a los problemas específi cos de 
motivación se tiene que existe motivación aparente cuando en 
una determinada resolución judicial parece que se justifi ca la 
decisión pero su contenido no explica las razones del fallo; que 
existe motivación insufi ciente cuando no hay un mínimo de 
motivación exigible y que existe motivación incongruente cuando 
se dejan incontestadas las pretensiones o se desvía la decisión 
del marco del debate judicial15. Al respecto se han valorado los 
medios probatorios ofrecidos por la parte demandante, conforme 
es de ver del considerando quinto de la sentencia, en el que se 
detalla que las escrituras públicas suscritas por Esteban 
Altamirano Gómez, así como su documento de identidad “no son 
idóneas para acreditar la posesión constante de convivientes”. Se 
trata de los hechos relevantes del proceso, analizados en el 
marco de la apelación propuesta, y dentro de los alcances el 
artículo 197 del código procesal civil referido a la valoración de los 
medios probatorios en forma conjunta, expresando solo las que 
son esenciales y determinantes para la decisión que se toma. 
Sexto.- Estando a lo expuesto, este Tribunal Supremo considera 
que la motivación ha sido sufi ciente y completa; en efecto, la Sala 
Superior se ha pronunciado sobre todos los puntos señalados 
como agravio por la recurrente y ha argumentado las razones de 
su pronunciamiento. Hay, por lo tanto, contestación explícita a lo 
que fue materia de agravio, valoración de los medios probatorios, 
validez de la subsunción realizada y de la decisión tomada, esto 
es, hay: (i) un discurso narrativo coherente posible de contrastar 
y corroborar; (ii) descarte de las hipótesis planteadas en el 
proceso; y (iii) decisión congruente con lo examinado. Sétimo.- 
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En cuanto a la denuncia por infracción al artículo 238 del código 
procesal civil y 326 del código civil se tiene: 1. El artículo 238 del 
código procesal civil alude al principio de prueba escrita; a su vez, 
el numeral 326 del código civil establece cuando existe unión de 
hecho. Tales eran los puntos en discusión. Es decir, en el presente 
proceso lo que había que determinar era si la demandante tuvo 
unión convivencial con el señor Esteban Altamirano Gómez. 2. En 
los considerandos anteriores hemos indicado que la Sala Superior 
valoró el material probatorio, por lo que no se había vulnerado el 
artículo 139, incisos 3 y 5 de la Constitución del Estado. Sin 
embargo, que haya hecho tal valoración no supone que se tenga 
que estar de acuerdo con ella. En efecto, teniendo en cuenta el 
mismo material, este Tribunal Supremo considera que ellas 
conllevan a amparar la pretensión demandada. 3. Así se tiene: (i) 
La Escritura Pública de fecha 20 de abril del 2001 (folios 16) 
informa que Esteban Altamirano Gómez consignó como su 
domicilio el de la demandante (Pasaje 1825, Jaén). (ii) 8 meses 
después, en la Escritura Pública de fecha 27 de diciembre del 
2001 (folios 50), nuevamente el demandante vuelve a consignar 
como su domicilio el de la accionante. ¿Cuál sería la razón para 
que dicha persona consigne ella misma como su domicilio el 
pasaje Bolívar 1825, Jaén? Se trata de elemento importante que 
debe ser tenido en cuenta en relación a otros medios probatorios 
existentes. (iii) A su vez, en el documento de identidad de Esteban 
Altamirano Gómez, cuya fecha de emisión es 26 de agosto del 
2003, también hay expresa declaración que domiciliaba en la 
vivienda de la recurrente. Hay que reparar aquí que dichos 
documentos son expedidos por expresión propia de la persona a 
quien se le emite, de forma tal que hay un acto vinculatorio a ser 
tenido en cuenta. (iv) En este punto hay que indicar que el 
domicilio constituye la residencia habitual de la persona en un 
lugar (artículo 33 del código civil) y con él se establece la 
ubicación de una persona en el espacio. En palabras de 
Fernández Sessarego: “es el asiento jurídico de la persona, su 
sede legal, el territorio donde se le encuentra para imputarle 
posiciones jurídicas, para atribuirle derechos o deberes16”. (v) A 
ello debe agregarse que los demandados no cuestionan la 
relación sentimental existente entre Clodesvinda Guevara 
Guerrero y Esteban Altamirano Gómez, como se puede observar 
de la contestación de la demanda. Se trata de elemento indiciario 
que adquiere relevancia con el conjunto de las otras pruebas 
presentadas. (vi) A ello debe añadirse que el testigo Andrés 
Chinchay Yajahuanca refi ere a folios 328 que el fallecido 
Altamirano Gómez “fue velado en su casa”, es decir, “entre la 
entrada de la calle Bolívar y la salida de la calle Lambayeque”. 
(vii) Esa misma relevancia es la que hay que dar al Certifi cado 
expedido por la Benefi cencia Pública de Jaén (folios 10) donde se 
indica que ambos, demandante y Altamirano Gómez, han 
pertenecido al Proyecto de Desarrollo de Capacidades del Adulto 
Mayor, desde el 23 de abril del 2010. (viii) Por último, uno de los 
testigos presentados por la parte demandada (folios 324 y 
siguientes), de nombre Tomás Cuba Tapia, yerno del fallecido 
Esteban Altamirano, al ser preguntado donde velaron los restos 
de este, manifestó que desconocía este dato, hecho relevante 
pues: (-) se trata de testigo de los demandados; y (-) era yerno del 
occiso. 4. Por tanto, estamos ante indicios concurrentes de la 
relación convivencial (declaración en la expedición del DNI, 
consignación de domicilios en escrituras públicas, relación 
sentimental probada, certifi cado que guarda relación con el 
conjunto de indicios señalados y testigos), de lo que solo se 
puede colegir por su consistencia en los años que si hubo tal 
convivencia y que debe ampararse la demanda presentada. Hay 
que advertir que los indicios son signos o actos debidamente 
acreditados y que en conjunto otorgan certeza en torno a hechos 
desconocidos, conforme lo expone el numeral 276 del código 
procesal civil. Octavo.- Todo lo expuesto lleva a la conclusión a 
este Tribunal Supremo de la existencia de la unión convivencial, 
por lo que estima que se ha incurrido en error en la sentencia 
impugnada, por lo que, de conformidad con lo prescrito en el 
artículo 326 del código civil, debe emitirse decisión de fondo que 
ponga fi n al confl icto, la misma que inexorablemente conduce a 
amparar la demanda, en virtud de los datos probatorios que se 
han actuado en el proceso. V. DECISIÓN. Por estos fundamentos 
y en aplicación del artículo 396 del Código Procesal Civil: 
Declararon FUNDADO el recurso de casación interpuesto por la 
demandante Clodesvinda Guevara Guerrero Ortega (página 
quinientos siete); en consecuencia CASARON la sentencia de 
vista de fecha dos de noviembre de dos mil quince (página 
cuatrocientos sesenta y tres), dictada por la Sala Descentralizada 
Mixta y de Apelaciones de Jaén de la Corte Superior de Justicia 
de Lambayeque; y, actuando en sede de instancia: 
CONFIRMARON la sentencia apelada de fecha veintisiete de 
octubre de dos mil catorce (página trescientos sesenta y cinco), 
que declaró, FUNDADA EN PARTE la demanda; DISPUSIERON 
la publicación de la presente resolución en el Diario Ofi cial “El 
Peruano”, conforme a Ley; en los seguidos con Agustina Jesús 
Altamirano Marlo y otros, sobre declaración de unión de hecho; y 
los devolvieron. Interviene como ponente el señor Juez Supremo 
Calderón Puertas. Por licencia del señor Juez Supremo Távara 
Córdova, integra esta Sala Suprema la señora Juez Supremo 

Céspedes Cabala.- S.S. TELLO GILARDI, DEL CARPIO 
RODRÍGUEZ, CALDERÓN PUERTAS, SÁNCHEZ MELGAREJO, 
CÉSPEDES CABALA.
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CAS. Nº 876- 2016 HUAURA
Desalojo por Ocupación Precaria El derecho a la doble instancia 
encuentra su fundamento en el control del poder, es decir, que: 
ningún acto estatal puede estar privado de los necesarios controles, 
evitándose así que una resolución que pueda generar algún 
perjuicio a un justiciable, sin que pueda ser revisada por el Superior. 
Lima, veintiuno de marzo de dos mil diecisiete.- LA SALA CIVIL 
PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA 
REPÚBLICA: vista la causa número ochocientos setenta y seis - 
dos mil dieciséis, en audiencia pública llevada a cabo en la fecha y 
producida la votación con arreglo a Ley, se emite la siguiente 
sentencia: I. ASUNTO: Se trata del recurso de casación de fecha 
veintiséis de febrero de dos mil dieciséis, interpuesto a fojas 
doscientos sesenta y dos, por Andrea Stefhany Calagua 
Cuzcano, contra la resolución de vista de fecha nueve de febrero 
de dos mil dieciséis, obrante a fojas doscientos cincuenta y tres, 
expedida por la Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de 
Huaura, que declaró Improcedente el recurso de apelación y nulo 
el concesorio con lo demás que contiene, en los seguidos por 
Raphael Humberto Barzola Mendoza, sobre desalojo por ocupación 
precaria. II. ANTECEDENTES 1. Demanda Mediante escrito de 
fecha dieciocho de marzo de dos mil quince, obrante a fojas 
veintiséis Raphael Humberto Barzola Mendoza, ha interpuesto la 
presente demanda de desalojo por ocupación precaria solicitando 
que los demandados restituyan la posesión del inmueble de su 
propiedad ubicado en la Avenida Manuela Díaz Chafl ojo N° 205, 
Distrito de Santa María, provincia de Huaura, departamento de 
Lima, de un área de 260.00 m2. Como fundamentos de su demanda 
señala: - El suscrito conjuntamente con su esposa, son propietarios 
del citado inmueble cuyos linderos y medidas perimétricas son las 
que se detallan. - El demandante en la actualidad se encuentra al 
día en sus pagos de autoavalúo correspondientes al inmueble, solo 
adeuda el año dos mil quince. - Los demandados vienen ocupando 


